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    Capítulo I




    Introducción y visión general. Conceptos previos:




    1. La identificación de las fincas registrales. Antecedentes históricos y evolución




    “La finca registral no es un concepto fáctico predefinido, sino un concepto jurídico a definir y delimitar por el Registro de la Propiedad, para lo cual necesita emplear a la vez, tanto técnicas idóneas de identificación (la georreferenciación respecto de un sistema oficial de coordenadas geográficas) como procedimientos jurídicos adecuados con posibilidad efectiva de intervención de colindantes, y sin que esta tarea esencial, que entra dentro del objeto propio del Registro, pueda ser objeto de externalización o condicionamiento por otras instituciones ajenas al propio Registro.”




    Esta solemne proclamación constituye la primera de las conclusiones que, a propuesta de quien escribe estas líneas y tuvo el honor de ser el ponente oficial en la materia, fue finalmente aprobada por unanimidad en la Asamblea General de Registradores que se celebró en Zaragoza del 16 al 18 de abril de 2013.




    En ella se contiene la esencia de lo que llevaba mucho tiempo siendo una reivindicación histórica para el perfeccionamiento de la institución registral, y que constituyó el germen que impulsó la redacción, tramitación y aprobación de lo que finalmente vería la luz como la mayor y más trascendente reforma de la legislación registral en las últimas décadas de su más que centenaria existencia: la Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria y del texto refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario.




    Para el mejor entendimiento de lo que esta reforma ha supuesto en el panorama jurídico español se hace preciso partir de una serie de consideraciones básicas sobre qué es una finca registral y el por qué y para qué ha sido siempre necesario intentar conseguir su identificación y delimitación precisa, conforme a los medios y técnicas disponibles en cada momento.




    Actualmente podríamos definir la finca registral como “la unidad de suelo o de edificación atribuida exclusiva y excluyentemente a un propietario o varios en proindiviso, que puede situarse en la rasante, en el vuelo o en el subsuelo de suelo, y a la cual se le haya abierto un folio real en el Registro de la Propiedad” a lo que se podría añadir “con la consiguiente asignación de un código registral único e invariable como objeto jurídico unitario y diferenciado”.




    En efecto, el artículo 9 de la Ley Hipotecaria establece que “el folio real de cada finca incorporará necesariamente el código registral único de aquélla”. Con esta acertada previsión normativa introducida por la Ley 13/2015 se trata de implantar un identificador único y unívoco para cada finca registral en todo el territorio nacional, superando así las graves deficiencias del sistema de identificación que en la normativa anterior exigía concretar, además de un número no único, el ayuntamiento o sección y el registro de la propiedad donde estuviera inscrita la finca.1




    Ante todo, debemos destacar que la finca no es un concepto físico, sino jurídico. Y en el caso de las fincas registrales, es el mismo Registro de la Propiedad el que tiene que definirlas y delimitarlas por sí, mediante el empleo de técnicas de identificación suficientemente precisas. No cabe, pues, delegar ni externalizar la función de definir y delimitar las fincas registrales, sino que tal función forma parte absolutamente esencial e inescindible del objeto propio de la institución registral.2




    El principio de especialidad registral se refiere a la necesaria claridad y precisión de los pronunciamientos registrales. Si los asientos registrales no son claros y precisos, no podrán serlo sus efectos jurídicos. Y siendo el derecho de propiedad el conjunto más pleno de facultades que un determinado sujeto ostenta sobre un determinado objeto (la finca), se hace imprescindible para el Registro de la Propiedad identificar con la debida claridad y precisión tanto al sujeto como al objeto del derecho de propiedad.




    Cuando el Registro de la Propiedad fue brillantemente concebido y alumbrado en el siglo XIX, no se contaba con medios ni técnicas cartográficas lo suficientemente precisas, generalizadas y económicas como para imponer la obligatoriedad de aportar una representación geográfica identificativa de cada finca que se pretendiera inmatricular sin correr el riesgo de condenar al fracaso el propósito principal de la institución: dar publicidad y seguridad a las titularidades inmobiliarias y con ello, fomentar el tráfico y la prosperidad económica. De ahí que, durante más de un siglo desde su nacimiento, la identificación registral de las fincas, salvo escasas excepciones, hubo de quedar confiada a su descripción literaria, hecha por el propietario, expresiva del paraje de situación o nombre y número de calle, el nombre de los propietarios colindantes, y, a partir de cierto momento, también la superficie de la finca.




    Pero, afortunadamente, la sociedad, a través de los avances tecnológicos, ya cuenta con técnicas y medios suficientemente precisos y asequibles que permiten identificar gráficamente las fincas con precisión suficiente, mediante su georreferenciación, es decir, la determinación de las coordenadas de los límites de la finca con arreglo a un sistema oficial de referencia geográfica, lo cual permite interoperar con cualquier otro sistema de referencia, a modo de lenguaje vehicular común para la gestión del territorio en cualquiera de sus enfoques y por cualesquiera operadores.




    2. Por qué y para qué georreferenciar fincas




    La reforma de la Ley Hipotecaria operada por la Ley 13/2015 ha fijado como uno de sus objetivos esenciales avanzar decididamente en la delimitación precisa de la finca registral como medio de incrementar la seguridad jurídica y reducir los costes económicos.




    En efecto, en su exposición de motivos señala que “Desde el punto de vista económico y de la seguridad jurídica es esencial para el Registro determinar con la mayor exactitud posible la porción de terreno sobre la que proyecta sus efectos.” (…) “La fiabilidad de la información incrementa la seguridad jurídica. La seguridad jurídica en las transmisiones es un importante valor añadido a la propiedad inmobiliaria, que evitará supuestos litigiosos y los costes, tanto económicos directos de todo contencioso, como los indirectos, derivados de las situaciones de pendencia, dotando al mercado inmobiliario de mayor transparencia”.




    Como veremos en esta obra, para la inscripción de la representación gráfica georreferenciada de una finca se requiere previamente el cumplimiento de múltiples y muy rigurosos requisitos, tales como la rogación del interesado, la adecuación a formatos compatibles, predeterminados por resolución conjunta de la DGRN y la DG del Catastro, el sometimiento a un determinado procedimiento previo, ya sea notarial, administrativo o registral, con unos trámites de publicidad efectiva y tutela para colindantes y terceros, y la publicación en el geoportal registral y en el Boletín Oficial del Estado. Y todo ello es objeto de calificación registral rigurosa sobre el cumplimiento de los requisitos legalmente exigibles, y entre ellos, el de que no se produzca invasión de fincas previamente inmatriculadas ni del dominio público aparente. Y sólo si la calificación registral es finalmente favorable, procederá la práctica de un asiento de inscripción.




    Desde ese momento, los efectos jurídicos de tal asiento registral de inscripción formal de la representación gráfica georreferenciada de una finca gráfica no necesitan ser establecidos en una norma nueva, sino que, por el mero hecho de ser un asiento registral, tiene los mismos e importantes efectos que los demás asientos registrales y que ya vienen determinados de antiguo en la legislación registral. Si el Registro inscribe y proclama el dominio sobre los bienes inmuebles, está proclamando con igual solemnidad quién es dueño y de qué es dueño. Y, por tanto, la misma protección legal se confiere al pronunciamiento formal sobre “quién” es dueño, como al pronunciamiento sobre “de qué es dueño”.




    Por tanto, la inscripción formal y expresa de la delimitación georreferenciada de la finca gozará de los siguientes efectos jurídicos, derivados de la aplicación de los llamados principios registrales:




    2.1. El principio de prioridad registral: La protección registral frente a futuras perturbaciones tabulares




    Todo titular registral, por el mero hecho de serlo gozará de manera automática y gratuita de una importantísima protección legal, que, a diferencia de la que pueda obtener de los órganos judiciales, es incondicionada, instantánea, gratuita, y opera de oficio en interés del titular registral: es la protección que le confiere la calificación registral, que evitará que en lo sucesivo se inmatricule una finca o se georreferencie una finca inmatriculada con una delimitación que coincida, ni siquiera en parte, con otra previamente inscrita, a menos que ello conste consentido por el titular registral o se haya seguido el procedimiento judicial legalmente establecido en el que el titular registral haya tenido las posibilidades de defensa que nuestro ordenamiento le confiere.




    2.2. El principio de legitimación registral




    Se produce la fuerte presunción iuris tantum a favor del titular registral de que su finca tiene la ubicación y delimitación que expresa su georreferenciación inscrita, y de que el mismo tiene la posesión de toda ella, a todos los efectos, incluidos el de la posible prescripción adquisitiva. Todo ello resulta del art. 38 de la ley Hipotecaria cuando proclama que “a todos los efectos legales se presumirá que los derechos reales inscritos en el Registro existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el asiento respectivo”.




    2.3. La protección legal máxima: El principio de fe pública registral del art. 34 de la LH




    Además de lo anteriormente dicho, si el titular registral cumple los requisitos cualificados del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, (inscribir su adquisición a título oneroso y de buena fe de una finca, -cuya georreferenciación ya conste inscrita, añadiríamos aquí), “será mantenido en su adquisición”. La protección del artículo 34 opera respecto de los derechos adquiridos sobre toda la finca, y por tanto, sobre todas y cada una de sus partes. Así como este importantísimo artículo impide a los que se acojan a él que puedan ser privados de la propiedad de la finca entera, también impide que puedan ser privados de la propiedad de cualquiera de las partes físicas que la integran y que quedan perfectamente identificadas a través de su georreferenciación inscrita.




    Por ello, estimamos que al tercero del artículo 34 sólo le podrían afectar acciones de deslinde o reivindicatorias de terceros sobre una parte concreta del perímetro de su finca en la estricta medida en que ello quepa conceptualmente dentro del margen de error, matemáticamente siempre existente, en la precisión de la georreferenciación empleada e inscrita en su momento. Pero quedará inmune frente a pretensiones de terceros que aleguen que la finca adquirida no tiene la ubicación y delimitación que resulta de su georreferenciación inscrita.




    Ciertamente, el pensamiento jurídico al respecto viene anclado de antiguo en el viejo aforismo de que “el registro no da fe de los datos de hecho”. Tal axioma es cierto, pero aquí no viene al caso, pues, como se ha argumentado, la delimitación de la finca no es un dato de hecho, (como lo sería la descripción de su características interiores, cultivos, edificaciones, etc.) sino un acto jurídico calificado por el registrador, e inscrito formalmente, y que determina, de manera exclusiva y excluyente, la ubicación y extensión del derecho de propiedad inscrita, y por tanto, goza de todos los efectos legalmente inherentes a los pronunciamientos jurídicos inscritos.




    Por supuesto, la aplicación del principio de fe pública registral a la georreferenciación inscrita de la finca tendrá ciertas excepciones o limitaciones, que son fundamentalmente:




    – Que no se cumplan los requisitos del propio artículo 34 o se desvirtúe judicialmente la presunción de buena fe del adquirente.




    – Que la fe pública registral conste enervada mediante el asiento destinado a ello (la anotación preventiva de una demanda que la ponga en cuestión ante los tribunales) o mediante la limitación temporal de dos años del artículo 207 de la Ley hipotecaria.




    – Que la finca inscrita pueda haber invadido el dominio público, inscrito o no, el cual legal y constitucionalmente ha de prevalecer incluso frente a inscripciones dominicales contradictorias.




    – O que exista un caso de doble inmatriculación, total o parcial, lo cual según la doctrina mayoritaria produciría la inaplicación del art. 34, que está destinado a regular la relación entre el titular registral y terceros, y no entre historiales registrales enfrentados. Pero, aun así, si sólo una de las dos fincas tiene inscrita su georreferenciación, su titular tendrá todavía una posición procesal muy ventajosa, pues tal georreferenciación se presume exacta y válida, y habrá de ser el titular de otra finca sin representación gráfica inscrita quien soportará la cargar de probar en el proceso cuál es la delimitación geográfica de su finca y con ella la posible coincidencia entre ambas.




    2.4. Ventajas económicas de la georreferenciación




    Y junto a estas “ventajas” jurídicas que proporciona la inscripción registral de la georreferenciación de las fincas, se producen también correlativamente, y de modo paralelo, una serie de ventajas económicamente cuantificables, tales como las siguientes:




    – La finca aumenta su “valor en uso”, pues su disfrute y explotación no podrá será perturbado fácilmente con éxito por disputas o invasiones de colindantes.




    – La finca aumenta su “valor en venta”, pues en caso de transmitirla onerosamente a terceros, su propietario obtendrá un precio mucho mayor que si la finca no tuviera la certeza y protección registral de contar con una delimitación registral georreferenciada.




    – La finca aumenta también su “valor en garantía”, ya que el propietario puede obtener financiación de modo más fácil y favorable si ofrece garantizarla mediante hipoteca sobre una finca perfectamente georreferenciada.




    – También aumenta su “valor en subasta”, pues resultará mucho más probable que los posibles licitadores presenten ofertas mayores por una finca de la que pueden conocer su ubicación y delimitación geográficas precisas y garantizadas por el Registro de la Propiedad.




    – Y por fin, y no menos importante, una finca que conste registralmente georreferenciada se asegura de que no pasará desapercibida ni resultará preterida cuando la administración pública ponga en marcha actuaciones sistemáticas sobre el territorio, tales como expropiaciones o reparcelaciones agrarias o urbanísticas. En tales procedimientos, la administración pública actuante consulta al Registro de la Propiedad cuáles son las fincas incluidas, en todo o en parte, en un área determinada que va a ser objeto de expropiación (para sustituir la propiedad de la finca por una indemnización) o de reparcelación (para sustituir la finca de origen por los correspondientes aprovechamientos urbanísticos o fincas de reemplazo). Y si, por ejemplo, una finca rústica consta inmatriculada pero sin georreferenciar porque su propietario no ha ejercitado el derecho que tiene para ello, resulta no sólo posible, sino hasta probable, que no sea registralmente detectada como incluida en el área en cuestión, y, por ello la administración notifique el procedimiento (y pague la indemnización o entregue la finca de resultado) no al titular registral de la finca, que quedaría preterido, sino al mero titular catastral del inmueble situado en esa área.




    3. Por qué y para qué coordinar fincas con Catastro




    La Ley 13/2015 tiene como objetivo regular la inscripción de la georreferenciación de las fincas registrales y su coordinación gráfica con el Catastro.




    A primera vista podría parecer que lo primero (la inscripción de la georreferenciación de las fincas registrales) es tan sólo un medio, un paso o trámite previo y necesario, para poder alcanzar lo segundo, que sería el único y verdadero objetivo final (la coordinación gráfica con el Catastro), y que si no se llegara a alcanzar, e incluso si una vez alcanzada, luego se perdiera, tal coordinación gráfica, no se producirían los importantes y beneficiosos efectos jurídicos y económicos que la ley persigue.




    Y ciertamente, ese pudo ser el planteamiento inicial que inspiraba los esfuerzos de los representantes catastrales durante la negociación y tramitación del proyecto de ley, y que, hay que reconocerlo, acabó trasluciéndose en diversas expresiones literales de la ley finalmente aprobada.




    Pero no cabe duda de que más allá de esa literalidad de algunas redacciones, muchas veces bien poco afortunadas, la georreferenciación de las fincas registrales era y es ya un fin en sí misma, y uno de los mayores y más importantes avances que se han producido en la historia del perfeccionamiento del Registro de la Propiedad y la potenciación de sus cualificadísimos efectos al servicio de la seguridad jurídica.




    Todo ello lo acaban reconociendo los propios responsables de la institución catastral, como institución hermana, que presenta indudables semejanzas, pero también radicales diferencias, que conviene resumir aquí como punto de partida para entender las relaciones recíprocas entre el Registro de la Propiedad y el Catastro y el enfoque del proceso legal de coordinación gráfica entre ambos.




    El Registro de la Propiedad y el Catastro Inmobiliario son instituciones que resultan absolutamente imprescindibles en los Estados modernos para hacer efectivos los principios constitucionales de seguridad jurídica y de justicia tributaria.




    Ambas tienen en común que el soporte físico de referencia es el suelo, la superficie terrestre en un ámbito concreto, por lo que, pese a las evidentes y justificadas diferencias de objetivos, y de principios organizativos y funcionales, tienen indudables puntos de conexión en los que la colaboración entre ambas instituciones resulta de extrema utilidad para cada una de ellas, y por tanto, para la sociedad a la que sirven.




    Dicha colaboración se facilita y potencia enormemente desde el momento en que ambas instituciones tienen, por fin, un lenguaje común y efectivo de comunicación: la identificación geográfica, tanto de las fincas registrales como de las parcelas catastrales, como conceptos necesariamente distintos, aun cuando en algunos o muchos supuestos puedan llegar a coincidir.




    Registro y Catastro son dos instituciones de larga tradición en el derecho español, y en otros ordenamientos modernos, que fueron concebidas para servir a distintos objetivos y fines:




    – El Registro de la Propiedad es un registro jurídico, que califica, y por tanto, admite o rechaza, y, finalmente, ordena y proclama oficialmente los derechos inmobiliarios de los particulares y las administraciones, con los más plenos efectos legales, a fin de proporcionar la máxima seguridad jurídica y del tráfico, y con ello, la ausencia de conflictos y la prosperidad económica.




    – El Catastro es en esencia un registro o inventario administrativo que trata de reflejar la realidad aparente de territorio y la riqueza territorial para servir a la mejor gestión de los recursos públicos, tanto a la hora de recaudar los tributos, como de invertir los fondos públicos en actuaciones que afecten al territorio.




    Catastro y Registro se rigen, pues, por principios absolutamente distintos, que en cada caso son imprescindibles para servir eficazmente al respectivo fin para el que fueron creados.




    A modo de cuadro resumen podríamos, en líneas generales, guiarnos por el siguiente:




    

      

        



        

      



      

        

          	

            CATASTRO


          



          	

            REGISTRO DE LA PROPIEDAD


          

        


      



      

        

          	

            Obligatoriedad.




            Universalidad del territorio.




            Actualización obligada y periódica.


          



          	

            Voluntariedad y solicitud por el interesado.


          

        




        

          	

            Costeado por la Administración a la que sirve.


          



          	

            Costeado por el usuario que lo solicita.


          

        




        

          	

            La parcela es la última compartimentación del territorio (tras la provincia, el municipio, y el polígono).


          



          	

            La finca es la primera delimitación, incondicionada por otras de tipo administrativo.


          

        




        

          	

            Recoge datos descriptivos existentes en la realidad aparente.


          



          	

            Define y delimita el ámbito objetivo del derecho de propiedad, aunque no tenga todavía reflejo físico aparente.


          

        




        

          	

            Admite cualquier medio de prueba, privado o público.


          



          	

            Se requiere documento público y auténtico.


          

        




        

          	

            La falta de validez y legalidad no impide la constancia catastral.- Ni la falta de previa liquidación de impuestos del acto o negocio.


          



          	

            La calificación registral exigirá comprobación previa de la validez y legalidad de hecho, acto o negocio, e incluso su liquidación fiscal previa.


          

        




        

          	

            Para alterar una titularidad, no es imprescindible el consentimiento del afectado, basta notificación.


          



          	

            Es imprescindible el consentimiento de titular registral o la existencia de un procedimiento en el que haya sido parte con todas las garantías legales.


          

        




        

          	

            La titularidad catastral se otorga al poseedor aparente o contratante del negocio.


          



          	

            No se inscribe ni la posesión, ni los contratos, sino los derechos reales adquiridos del anterior titular registral conforme a las leyes.


          

        




        

          	

            La titularidad catastral se define como un dato descriptivo de la parcela.


          



          	

            La titularidad registral es otorgada por el acto formal y solemne de la inscripción.


          

        




        

          	

            Los datos catastrales se presumen ciertos a los efectos catastrales y sin perjuicio de la prevalencia de los pronunciamientos jurídicos del Registro de la Propiedad.


          



          	

            Los derechos que proclama el registro se presumen válidos a todos los efectos legales y están bajo la salvaguardia de los tribunales.


          

        


      

    




    Pero todas estas diferencias no empañan la importancia de las relaciones entre Catastro y Registro de la Propiedad, pues no podemos olvidar, que, ante todo, ambas instituciones:




    – Son instituciones de la Administración pública, que sirven a los intereses generales de la sociedad, como suma de intereses públicos y privados.




    – Se refieren al territorio, al que delimitan y compartimentan en porciones, atendiendo fundamentalmente al derecho de propiedad.




    – Son muy eficaces y tecnológicamente muy avanzadas.




    – Pueden colaborar intensamente al perfeccionamiento mutuo de cada institución.




    – La sociedad demanda perfeccionar esa colaboración.




    Y aunque hay muchas y muy justificadas razones legales por las que no es siempre lo mismo una finca registral que un inmueble catastral, resulta deseable, cuando sea posible, que ambas delimitaciones jurídicas del territorio lleguen a coincidir y coordinarse gráficamente.




    Hay dos vías para llegar a esa coordinación gráfica entre una finca registral y uno o varios inmuebles catastrales completos:




    – La primera es la que parte de una georreferenciación “catastral”: es decir, que el Registro inscriba como georreferenciación registral de la finca la misma georreferenciación catastral que ya consta incorporada al Catastro para uno o varios inmuebles determinados.




    – La segunda vía es la que parte de una georreferenciación “alternativa a la catastral”, es decir, que el Catastro incorpore como nueva georreferenciación de un inmueble catastral, la que consta previamente inscrita en el Registro de la Propiedad como georreferenciación de una finca registral.




    Evidentemente, si la georreferenciación catastral de un inmueble es considerada correcta por el propietario de una finca registral, le resulta muy recomendable utilizarla para solicitar la georreferenciación registral de su finca en idénticos términos, por razones de economía de tiempo y costes.




    Por el contrario, si la georreferenciación catastral de un inmueble es considerada incorrecta por el propietario de una finca registral, ya sea por errores relativos en la forma y superficie con respecto a sus colindantes, o por errores de posicionamiento absoluto de sus coordenadas con respecto a la superficie terrestre, le resulta muy recomendable acudir a una georreferenciación “alternativa” a la catastral, que sí sea correcta, y solicitar que se inscriba en el Registro de la Propiedad.




    Hemos visto más arriba que son muchas y muy importantes las ventajas, tanto jurídicas como económicas, que se obtienen al georreferenciar las fincas registrales.




    Pero ¿qué ventajas jurídicas o económicas añadidas aporta el que esa georreferenciación registral inscrita sea coincidente, ya sea desde el principio o con posterioridad, con la georreferenciación catastral de uno o varios inmuebles con los que quede coordinada?




    La primera sería que, jurídicamente, la finca registral quedaría “etiquetada” como “coordinada gráficamente con el Catastro” a la fecha en que dicha coordinación se produzca. Pero realmente, más allá de esa etiqueta o denominación que constata el mero hecho de haberse sincronizado momentáneamente las respectivas delimitaciones gráficas de finca e inmueble en dos instituciones distintas (Registro y Catastro), no resultan ventajas adicionales suficientemente significativas, pues los importantes efectos legales de la inscripción registral no pueden quedar ni quedan condicionados ni al alcance ni al mantenimiento de ese estado de coordinación gráfica.




    Quizá por eso mismo la propia Ley 13/2015, que con tanta grandilocuencia proclama en su exposición de motivos que “la finalidad de esta Ley es conseguir la deseable e inaplazable coordinación Catastro-Registro”, en realidad:




    – Limita ese deseo, no al nivel general o institucional, sino finca a finca, o parcela a parcela.




    – Limita ese deseo de coordinación a la simple coordinación de la delimitación perimetral objeto del derecho pero no la extiende a la identificación del sujeto titular del derecho.




    – Limita su deseo a llegar a alcanzar en algún momento esa coordinación gráfica entre una finca y un inmueble, pero no lo hace extensivo a mantener una coordinación duradera, ya que no sólo permite, sino que fomenta que una vez alcanzada se pierda por descoordinación unilateral del Catastro.




    La nueva Ley 13/2015, ya que no ha decidido restringir sino incluso favorecer (art. 11.3 del TR de la Ley de Catastro) las posibilidades de descoordinación catastral sobrevenida que dan lugar a pronunciamiento contradictorios con el Registro, al menos sí que ha mantenidos intactos los preceptos legales sobre la prevalencia relativa entre tales pronunciamientos contradictorios.




    – Por una parte, se mantienen en vigor los preceptos de la Ley Hipotecaria, que desde antiguo vienen formulando el principio de oponibilidad plena y presunción de exactitud e integridad de los pronunciamientos registrales “a todos los efectos legales”, “y bajo la salvaguardia de los Tribunales”, y el principio correlativo sobre la inoponibilidad de lo no inscrito.




    – Y la Ley del Catastro, respetuosa con todo ello, sigue proclamando que todo lo dispuesto en ella “se entenderá sin perjuicio de las competencias y funciones del Registro de la Propiedad y de los efectos jurídicos sustantivos derivados de la inscripción de los inmuebles en dicho registro” (art. 2.2) y que, aunque los datos contenidos en el Catastro Inmobiliario se presumen ciertos, salvo prueba en contrario, ello lo será “sin perjuicio del Registro de la Propiedad, cuyos pronunciamientos jurídicos prevalecerán” (art. 3.3) pues no tendría sentido que un mismo sistema jurídico, respecto de una misma porción del territorio, presuma a la vez que es cierta una “realidad jurídica” y su contraria.




    4. Cuáles son las novedades esenciales de la Ley 5/2015




    4.1. Aspectos más positivos




    4.1.1. La georreferenciación de fincas consistentes en porciones de suelo 




    La delimitación geográfica de las fincas registrales era, antes de la Ley 13/2015, generalmente sólo potestativa y no obligatoria, y además se permitía la aportación de representaciones gráficas en papel no georreferenciadas.




    Ahora, con la nueva regulación, se aumenta el número de supuestos en los que la identificación geográfica es requisito para la inscripción registral (todos los supuestos de apertura de folio registral, tales como segregación, división, agrupación o agregación (art. 9.b), exigiendo también la delimitación geográfica de la superficie ocupada por las construcciones o instalaciones que se declaren en el interior de la finca (art. 202 párrafo segundo).




    4.1.2. La precisión de las características y detalles de las edificaciones




    El archivo registral del libro del edificio sólo era preceptivo en determinadas comunidades autónomas en que así lo disponía su normativa. Ahora se impone, a nivel nacional, la necesidad de aportar, para su archivo y posterior publicidad registral, el libro del edificio cuando se inscriba una edificación a la que por la ley de ordenación de la edificación le sea exigible. Además, cuando se trate de edificaciones en régimen de propiedad horizontal, se hará constar en el folio real de cada elemento independiente su respectiva representación gráfica, tomada del proyecto incorporado al libro el edificio (art. 202).




    4.1.3. El establecimiento de procedimientos reglados




    Antes se podían inscribir representaciones gráficas sin que existiera una regulación legal concreta del procedimiento y requisitos para ello, ni de los efectos jurídicos de tal inscripción. Ahora, en cuanto a los requisitos, se exige, para poder inscribir una representación gráfica la previa tramitación de un procedimiento registral con las debidas garantías y posibilidad de intervención de los colindantes (art. 199 LH).




    Si la georreferenciación que se pretende inscribir es de origen catastral, se ha de notificar a los colindantes registrales (art. 199.1).




    Y si la georreferenciación que se pretende inscribir no es de origen catastral, se ha de notificar no solo a los colindantes registrales, sino también a los catastrales afectados (art.199.2).




    Y en cuanto a los efectos jurídicos, se proclama con claridad que se presumirá, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 38, que la finca objeto de los derechos inscritos tiene la ubicación y delimitación geográfica expresada en la representación gráfica que haya quedado incorporada al folio real (art. 10.5).




    4.1.4. La creación del Geoportal registral




    Antes de la Ley 13/2015 no había un sistema efectivo, más allá de las clásicas notificaciones postales y edictales en términos puramente literarios, que realmente permitiera conocer a posibles interesados qué porción concreta del territorio ha sido o está siendo objeto de algún procedimiento registral que afecte a su descripción y delimitación geográfica. Ahora sí se implanta un novedoso sistema público de alertas registrales geográficas, de utilización preceptiva en cualquier procedimiento que afecte o pueda afectar a la identificación geográfica de las fincas, y que permite una publicidad más efectiva y adicional al actual sistema de notificaciones o edictos, que también se mantiene (artículos 199, 200, 201, 202, 203, etc.).




    4.1.5. Se intensifica la protección registral del dominio público




    La protección registral al dominio público dependía casi por completo de que constara previamente inmatriculado. Ahora la Ley 13/2015 potencia la protección registral del dominio público. Para ello, sin merma del mantenimiento de la obligatoriedad legal de la inscripción de los bienes de las administraciones públicas, se prevé que el registrador habrá de velar por la protección del dominio público incluso no inmatriculado si su existencia extrarregistral pudiera apreciarse a través de la interoperabilidad de sistemas de información geográfica oficiales.




    4.2. Aspectos más negativos




    La nueva ley viene a intentar conciliar y armonizar, a través de la seguridad jurídica que proporciona el Registro de la Propiedad y su coordinación e interoperabilidad con el Catastro, y otros sistemas públicos de información territorial, los intereses públicos y privados que confluyen sobre el territorio.




    A nuestro juicio, supone un gran avance en cuanto a procedimientos, garantías y efectos en la delimitación geográfica de las fincas registrales. Pero no sería justo ocultar que también tiene importantes carencias, tales como:




    4.2.1. Imprecisiones conceptuales y terminológicas




    a.- Habla de hacer constar en el folio real “la representación gráfica georreferenciada de la finca… expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus vértices” resulta una imprecisión conceptual.




    Vemos cómo la Ley 13/2015 utiliza, no siempre con la debida precisión, varios términos más o menos novedosos para los juristas, que debemos clarificar aquí, tales como:




    – “Representación gráfica”: es una imagen, un dibujo, de la línea poligonal que delimita la finca. Para que sea útil y permita apreciar no sólo la forma de la finca en cuestión, sino su situación y tamaño relativo respecto de otras, puede/debe: O bien incluir la imagen o dibujo de otras fincas colindantes. O bien estar trazado sobre ortofotografía, (que es otra imagen).




    – “Georreferenciación”: es la técnica consistente en medir y expresar las coordenadas espaciales de una finca o cualquier otro objeto espacial en un determinado sistema de referencia previamente convenido, de modo que con dichas coordenadas se pueda ir al terreno y ubicar y delimitar la finca u objeto espacial con precisión.




    – “Representación gráfica georreferenciada”: es la imagen o dibujo de la línea poligonal (normalmente cerrada) que delimita la finca, expresando además las coordenadas en algún sistema determinado de proyección cartográfica de los vértices de esa línea poligonal, o al menos, de dos puntos cualesquiera de esa imagen, (cuanto más distantes entre sí mejor) lo cual puede permitir por extrapolación, pero no con igual precisión, calcular aproximadamente las coordenadas de todos los demás puntos.




    – “Lista de coordenadas georreferenciadas” de los vértices de una finca: es una lista de pares de coordenadas X,Y de cada uno de los vértices que delimitan el contorno de la finca. (Se ha adoptado la convención de que el sistema de proyección cartográfica sea UTM- elipsoide ETRS89 -o REGCAN 95 para Canarias-).




    Por tanto, la “lista de coordenadas UTM” es lo esencial y unívoco, perfectamente entendible y procesable con las herramientas adecuadas. En cambio, la “representación gráfica” no es más que una traducción accesoria o auxiliar de esa lista de coordenadas sobre un determinado fondo o capa de contraste para que pueda ser apreciada y entendida por el ojo y el cerebro humanos.




    Por poner un símil, podríamos decir que una misma persona, con un mismo DNI, puede ser representada gráficamente de mil formas, según el momento, el color, el tamaño de la imagen, etc., pero sigue siendo la misma persona. Y una misma finca, con su lista de coordenadas (que equivale a su DNI), también puede ser representada gráficamente de mil formas, por eso, lo esencial no es una determinada representación gráfica de entre mil posibles, sino la lista de coordenadas con la que está generada esa (o cualquier otra) representación gráfica posible.




    Por eso no es muy acertado que la ley hable de “representación gráfica georreferenciada de la finca …, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus vértices”, pues si las coordenadas georreferenciadas no constaren acreditadas debidamente, mal se puede decir que la representación gráfica sea georreferenciada (aunque teóricamente cabría que lo estén los extremos de la imagen y no los vértices del objeto representado en ella), y desde luego, no permitiría su tratamiento informático ni en la aplicación gráfica registral, ni en el geoportal, ni el trasvase de información a Catastro.




    b.- Por otra parte, y relacionado con lo anterior, una vez que, como decimos, la Ley 13/2015 en realidad regula la inscripción registral de la lista de coordenadas de cada finca (que es lo esencial) y no sólo la de su concreta representación gráfica en una imagen (que es lo accesorio), los vértices de las fincas ya no hay que referirlos a la cartografía catastral (que es una imagen) sino a la superficie de la Tierra en un concreto sistema de referencia (Proyección UTM sistema ETRS89). Por eso, ahora ya no tiene sentido hablar, como se sigue hablando, por inercia, de que “la representación gráfica de las fincas se haga sobre cartografía catastral” (como si todavía fuéramos a operar sólo con planos en papel cebolla a la misma escala y superpuestos entre sí), sino de que las coordenadas de los vértices de las fincas se expresen en el mismo sistema de referencia oficial que utiliza la cartografía catastral, de modo que dichas coordenadas se puedan transmitir electrónicamente (en ficheros GML) y que mediante aplicaciones informáticas (sistemas de información geográfica-SIG) se puedan representar sobre cualquier capa base o de fondo que esté georreferenciada en el mismo sistema oficial, y con ello efectuar análisis de contraste y topología (detectar huecos, solapes, etc.) entre diversas cartografías.




    4.2.2. Contradicciones y asimetrías sorprendentes




    a.- Resulta sorprendente que según el tenor literal del artículo 9 de la LH, para inscribir la georreferenciación de una finca, pareciera que sólo habrá que tramitar un procedimiento previo con notificaciones y posibles alegaciones de colindantes potencialmente afectados si tal georreferenciación es potestativa (en este caso el art. 9 remite imperativamente al 199), pero no cuando es obligatoria (no hay tal remisión ni previsión análoga), de modo que parecería que, por ejemplo, quien potestativamente quiere georreferenciar su finca pueda eludir esas notificaciones previas si simplemente la agrupa con otra o la divide en varias para que esa misma georreferenciación ya sea obligatoria y sin remisión expresa a los trámites del artículo 199.




    b.- Resulta sorprendente que en un procedimiento para georreferenciar fincas (el del art. 199) que es algo mucho más importante y tiene efectos jurídicos mucho más cualificados que simplemente rectificar la superficie inscrita, baste notificar a los titulares de dominio potencialmente afectados, en la finca y sus colindantes, y en cambio en el procedimiento notarial del artículo 201.1 (concebido sólo para rectificar la superficie inscrita pero sin georreferenciar la finca) haya que notificar también a los titulares de cargas.




    4.2.3. Escasa ambición al mantener la regla general de voluntariedad de la georreferenciación




    Siendo una ley que pretende acabar con la actual indefinición geográfica de las fincas, no pone restricción alguna a que se puedan seguir inscribiendo ventas o hipotecas de fincas respecto de las que ni el registrador ni los terceros, (y a veces ni las partes), saben ubicarlas sobre el terreno o incluso si realmente existen.




    4.2.4. Incurre en clara e injustificada marginación a la georreferenciación alternativa




    Siendo una ley que pretende respetar las respectivas funciones, competencias y efectos de los pronunciamientos catastrales y de los registrales, y la primacía jurídica de éstos sobre aquéllos, resulta que incluso cuando la georreferenciación catastral no es correcta, (o simplemente no existe), pone excesivas e injustificadas restricciones a la inscripción, a la publicidad formal y a los efectos jurídicos de las bases gráficas alternativas a la catastral, como luego veremos y criticaremos con mayor detalle.




    4.2.5. No impide, sino que fomenta, la descoordinación sobrevenida




    Siendo una ley que pretende conseguir la coordinación entre el Registro y el Catastro, no pone restricción alguna a que, una vez alcanzada la coordinación gráfica Catastro-Registro respecto de una finca concreta, se pueda perder fácilmente tal coordinación por una descoordinación catastral unilateral.




    5. Los desarrollos normativos y tecnológicos realizados por la DG de los Registros, la DG del Catastro y el Colegio de Registradores 




    Era evidente que una ley tan novedosa e importante como la Ley 13/2015 necesitaba de unos desarrollos y detalle para su correcta implantación y aplicación práctica. A ello se han dedicado con particular esfuerzo los órganos directivos de las dos instituciones implicadas: la Dirección General de los Registros y del Notariado, y la Dirección General del Catastro, con la inestimable colaboración del Colegio de Registradores de España. 




    5.1. Aspectos más positivos 




    – El entendimiento y colaboración fructífera entre la DG de los Registros y la del Catastro, plasmado en diversas Resoluciones conjuntas para el desarrollo de la ley.




    – La clarificación de que, como se dijo más arriba, en realidad no se trata de trabajar con simples “representaciones gráficas” que son meras imágenes, sino con coordenadas de referenciación geográfica, en un determinado sistema y formatos interoperables (ETRS 89, formato GML, etc.).




    – Las implantación de importantes mejoras y nuevos servicios en la sede electrónica del Catastro, y entre ellos, el servicio de validación técnica catastral de georreferenciaciones alternativas.




    – La creación por el Corpme y homologación por la DGRN de la aplicación gráfica registral prevista en el art. 9 de la Ley Hipotecaria.




    – La creación e implantación por el Corpme del geoportal registral.




    – La clarificación por la DGRN, con gran acierto didáctico, de muchas de las dudas tanto conceptuales como prácticas que planteaba la aplicación de la ley, tanto por vía de resolución de recursos gubernativos como de instrucciones generales o de resolución de consultas.




    5.2. Aspectos más negativos 




    Como aspectos más negativos de los desarrollos normativos y tecnológicos realizados podemos señalar los siguientes:




    – Las importantes deficiencias en el servicio catastral de validación técnica de georreferenciaciones alternativas, que arroja varios supuestos de “falsos negativos” o negativos injustificados, lo cual resulta especialmente grave porque con ello, como luego veremos, se condicionan los llamados estados de precoordinación gráfica y hasta se menoscaba, al menos en apariencia, el valor jurídico de la georreferenciación inscrita.




    – Las no menos importantes deficiencias en la aplicación gráfica registral homologada, que por ejemplo, no dispone de la funcionalidad de cargar y procesar las coordenadas de las superficies ocupadas por las edificaciones, ni de analizar y metadatar los desplazamientos de la cartografía catastral, y que fue homologada sin que funcionara el sistema de comunicaciones bidireccionales Registro-Catastro para el proceso de coordinación gráfica, que hoy todavía presenta graves deficiencias, sobre todo en lo que a georreferenciaciones alternativas se refiere.




    – La falta de georreferenciación oficial de los distritos registrales, pues el mandato normativo contenido en la disposición adicional cuarta del Real Decreto 195/2017, de 3 de marzo, no se ha cumplido aún.3




    – La relajación o vulneración del rigor conceptual jurídico y geométrico en la doctrina de la DGRN, por ejemplo:




    • Cuando la DGRN inventa “atajos” (ver R 17-11-2015) para inscribir la georreferenciación de las fincas de manera directa y “sin ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros”




    • Cuando permite eludir la preceptiva aportación e inscripción de las coordenadas de la superficie ocupada por una edificación, (art. 202 LH) sustituyéndolas por la aportación de un simple documento gráfico sin tales coordenadas. (ver R de 8-2-20164)




    • Cuando en los casos de agrupación o división, con fincas de origen y fincas de resultado, en vez de exigir que previamente se georreferencien las fincas de origen (que sería lo conceptualmente congruente para permitir apreciar si se respecta o no la identidad de la finca), permite prescindir de ello y simplemente georreferenciar directamente las fincas de resultado (con lo que se dificulta y hasta imposibilidad la trazabilidad y la calificación registral de la identidad de la finca y se favorece el fraude).




    • Cuando permite eludir el cumplimiento de la obligación legal civil de confección y depósito registral del libro del edificio, (que entre otros documentos gráficos relevantes incluye el proyecto del edificio y plano en planta de cada elemento) en los casos en los que la edificación solicita inscribirse por la vía del art. 28.4 TRLS (prescripción urbanística). (ver R 16-5-2013 y 6-9-2016)5




    6. Relaciones y comparativa entre el procedimiento del artículo 199 y otros procedimientos y supuestos




    En este apartado, vamos a analizar los siguientes extremos:




    6.1 Las relaciones entre el art. 9, el art. 199 y el art. 201 de la LH




    6.2 El archivo registral de un plano




    6.3 La mera constancia registral de la referencia catastral




    6.1. Las relaciones entre art. 9, art. 199 y art. 201 LH




    6.1.1. Distinciones conceptuales




    A través del procedimiento del artículo 199 se pueden llegar a realizar diversas operaciones registrales, tales como rectificar la superficie inscrita, hacer constar la referencia catastral del inmueble con el que la finca se corresponda (en términos laxos) o se coordine (en términos exactos), archivar documentos gráficos en los legajos del registro, inscribir formalmente la georreferenciación de la finca, dar de alta o “validar” ese recinto geográfico en la aplicación gráfica registral y en el geoportal, e incluso llegar a deslindar de manera consensuada varias fincas, etc. etc.




    Por tanto, resulta conveniente relacionar y comparar la regulación del art. 199 LH con otros supuestos con los que presenta alguna mayor o menor relación o conexión conceptual. Y para abordar adecuadamente esta cuestión, debemos comenzar por distinguir conceptualmente entre:




    – Inscribir la georreferenciación de la ubicación y delimitación de una finca.




    – Inscribir la rectificación de la superficie inscrita de una finca.




    Son dos cuestiones distintas, que, como ya dijo la DGRN en su resolución de 17 noviembre de 2015 y ha reiterado con frecuencia después, pueden concurrir conjuntamente o ir por separado, y que no se deben confundir en modo alguno, dando lugar a tres posibles supuestos:




    A.- Supuestos en los que se inscribe la georreferenciación de una finca sin rectificar su superficie inscrita. (Por ejemplo, porque la georreferenciación aportada arroje una superficie coincidente con la superficie previamente inscrita).




    B.- Supuestos en los que se inscribe la rectificación de la superficie de una finca, pero sin inscribir la georreferenciación de sus linderos. (Por ejemplo, cuando se rectifica la superficie dentro de los límites del 5% o del 10% de la ya inscrita, conforme al art. 201.3 LH).




    C. = A+B.- Supuestos en los que se inscribe la georreferenciación de una finca con simultánea inscripción de la rectificación de su superficie. (Por ejemplo, cuando la georreferenciación aportada y finalmente inscrita arroja una superficie que no coincide con la superficie previamente inscrita. En tal caso, para evitar discordancias y contradicciones internas entre pronunciamientos registrales relativos a una misma finca, el art. 9, con toda lógica, señala que “una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria.”




    6.1.2. El enfoque conceptual en la redacción literal de la Ley




    En una lectura puramente literal de la Ley, se puede llegar a pensar que el procedimiento del artículo 199 sólo sirve para “completar – no rectificar- la descripción literaria” de la finca, y que cualquier rectificación mayor o menor de tal descripción habría de realizarse acudiendo al artículo 201, que en su número 1 regula “el expediente para rectificar la descripción, superficie o linderos de cualquier finca registral, señalando, como excepciones, que “podrá, no obstante, realizarse la rectificación de la descripción de cualquier finca, sin necesidad de tramitación de expediente” en los casos de los números 2 y 3 del mismo artículo.




    Según esa interpretación puramente literal, nos encontraríamos con que el artículo 199 sólo serviría para inscribir la georreferenciación que complete pero no rectifique la descripción literaria. Y a la inversa: que el artículo 201 serviría para rectificar la descripción literaria (porque así lo contempla expresamente en su redacción literal) pero no para inscribir georreferenciación alguna (porque tal extremo no está previsto en su redacción).




    Y en los casos en los que se precise hacer ambas cosas (inscribir la georreferenciación rectificando superficie y linderos, habría que aplicar ambos procedimientos, uno tras otro, pues el art.198 prevé la posibilidad de que “los procedimientos contenidos en este título podrán acumularse cuando su finalidad sea compatible” pero para ello exige que “recaiga en el mismo funcionario la competencia para su tramitación”. Y en el caso que nos ocupa, dado que la tramitación del 199 está encomendada al registrador y la del 201 al notario, sería imposible la acumulación de procedimientos, por lo que habría que tramitar ambos íntegramente uno tras otro.




    También se planteó la posibilidad de interpretar que el procedimiento del artículo 199 permitiera, además de georreferenciar la finca, rectificar mínimamente su superficie inscrita, con el límite del 10 % de la previamente inscrita, ya que el propio artículo 199 establece que la georreferenciación aportada “será objeto de calificación registral conforme a lo dispuesto en el artículo 9” y este artículo 9 exige “que no se alberguen dudas por el Registrador sobre la correspondencia entre dicha representación y la finca inscrita”, y añade que “se entenderá que existe correspondencia entre la representación gráfica aportada y la descripción literaria de la finca cuando ambos recintos se refieran básicamente a la misma porción del territorio y las diferencias de cabida, si las hubiera, no excedan del diez por ciento de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes”.




    Y según este criterio, si la diferencia de superficie superara el 10 % de la previamente inscrita, volveríamos a caer en la necesidad de tramitar tanto el procedimiento del art. 199 como el del art. 201.1.




    6.1.3. La interpretación sistemática de la DGRN en su R. de 17-11-2015




    Precisamente para evitar esas interpretaciones puramente literales tan poco prácticas y tan costosas para el interesado, la DGRN, muy acertadamente a mi juicio, realizó una interpretación integradora y más sensata que la meramente literal en su resolución de 17 de septiembre de 2015. Conforme a dicha resolución, tanto el procedimiento del artículo 199 como el del artículo 201.1 son por sí mismos hábiles para obtener, simultáneamente, la inscripción de la georreferenciación de la finca y la rectificación que se precise hacer en su superficie y descripción literaria.




    Pero a nuestro entender, y por las razones que luego se expresan, el Centro Directivo se pasó de frenada, pues además de esa razonable equiparación de los posibles efectos de estos dos procedimientos (art. 199 y art. 201.1) contemplados en el título VI de la Ley, se “inventó” un tercer cauce o procedimiento adicional, carente totalmente de cobertura legal y de garantías de notificaciones previas a colindantes y terceros.




    De esta importante y didáctica resolución de 17 de noviembre de 2015, que hizo una exposición e interpretación más amplia y sistemática, merece la pena extractar y transcribir aquí lo esencial:




    Dijo la DGRN: “En particular, en lo que la inscripción de rectificaciones descriptivas se refiere, la nueva regulación contenida en el artículo 9 y en el título VI de la Ley Hipotecaria establece de manera íntegra, sistemática y taxativa cuáles son los medios y procedimientos hábiles para ello….




    En cuanto a los cauces o medios hábiles que tras la nueva regulación se mantienen en su esencia pero aumentando las medidas de garantía y publicidad, cabe citar la rectificaciones de cabida que no excedan del 5% (o lo que es lo mismo, la vigésima parte) de la cabida inscrita, o las rectificaciones que no excedan del 10 % y se fundamenten en certificación catastral descriptiva y gráfica, con la importante novedad de que tras la Ley 13/2015, el artículo 201.3 de la Ley Hipotecaria exige, para ambos supuestos, que una vez inscrita la rectificación descriptiva, «el Registrador la notificará a los titulares registrales de las fincas colindantes».




    Respecto del expediente de dominio –antes atribuido a la competencia judicial–, y del acta de notoriedad, con la nueva regulación que ha supuesto una desjudicialización de los procedimientos del título VI de la Ley Hipotecaria, quedan sustituidos –y en cierta medida refundidos en uno– por el nuevo expediente de competencia notarial para rectificar la descripción, superficie o linderos que se tramitará siguiendo las reglas prevenidas en el nuevo artículo 203, con las particularidades establecidas en el nuevo artículo 201.1.




    Y, finalmente, es de destacar que la Ley 13/2015 ha introducido un nuevo procedimiento que resulta también hábil para obtener la inscripción de rectificaciones descriptivas, como es el regulado en el nuevo artículo 199 de la Ley Hipotecaria, cuya tramitación se atribuye a los registradores de la Propiedad, el cual puede ser utilizado para inscribir la representación geográfica de una finca previamente inmatriculada, tanto si la descripción, superficie y linderos que consten en su descripción literaria fueran inicialmente coincidentes con la representación geográfica cuya inscripción se pretende, como si necesitaran ser rectificados para acomodarse a ella, y ello incluso cuando la magnitud de la rectificación superficial excediera del diez por ciento de la superficie inscrita o se tratase de una alteración de linderos fijos, pues, por una parte, la redacción legal no introduce ninguna restricción cuantitativa ni cualitativa al respecto, y por otra, los importantes requisitos, trámites y garantías de que está dotado tal procedimiento justifican plenamente esta interpretación sobre su ámbito de aplicación, como luego se expresa.




    En resumen, a partir del 1 de noviembre de 2015, fecha de la plena entrada en vigor de la reforma de la Ley Hipotecaria operada por la Ley 13/2015, cabe enunciar los medios hábiles para obtener la inscripción registral de rectificaciones descriptivas y sistematizarlos en tres grandes grupos:




    – Los que solo persiguen y solo permiten inscribir una rectificación de la superficie contenida en la descripción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca, como ocurre con los supuestos regulados en el artículo 201.3, letra a, y letra b de la Ley Hipotecaria, que están limitados, cuantitativamente, a rectificaciones de superficie que no excedan del 10 % o del 5 %, respectivamente, de la cabida inscrita, y que no están dotados de ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros, sino solo de notificación registral tras la inscripción «a los titulares registrales de las fincas colindantes».




    – El supuesto que persigue y permite inscribir rectificaciones superficiales no superiores al 10 % de la cabida inscrita, pero con simultánea inscripción de la representación geográfica de la finca. Este concreto supuesto está regulado, con carácter general, en el artículo 9, letra b), de la Ley Hipotecaria, cuando tras aludir al límite máximo del 10%, prevé que «una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria». Este concreto supuesto tampoco está dotado de ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros, si bien, como señala el artículo citado, «el Registrador notificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación». Adviértase que el caso de rectificaciones superficiales no superiores al 10 % y basadas en certificación catastral descriptiva y gráfica puede acogerse tanto a la regulación y efectos del artículo 201.3, letra a, como a la del artículo 9, letra b.




    – Y, finalmente, los que persiguen y potencialmente permiten inscribir rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza (tanto de superficie como linderos, incluso linderos fijos), de cualquier magnitud (tanto diferencias inferiores como superiores al 10% de la superficie previamente inscrita) y además obtener la inscripción de la representación geográfica de la finca y la lista de coordenadas de sus vértices –pues no en vano, como señala el artículo 199, es la delimitación georreferenciada de la finca la que determina y acredita su superficie y linderos, y no a la inversa–. Así ocurre con el procedimiento regulado en el artículo 199 y con el regulado en el artículo 201.1, que a su vez remite al artículo 203, de la Ley Hipotecaria. Ambos procedimientos, especialmente cualificados, sí que incluyen entre sus trámites una serie de garantías de tutela efectiva de los intereses de terceros afectados y todo ello con carácter previo a la eventual práctica de la inscripción registral que en su caso proceda, tales como las preceptivas notificaciones a colindantes y demás interesados, publicaciones de edictos en el «Boletín Oficial del Estado», publicación de alertas geográficas registrales, y la concesión de plazo para que los interesados puedan comparecer y alegar en defensa de sus intereses ante el funcionario público –registrador o notario, según el caso– competente para su tramitación. Y es precisamente por virtud de su mayor complejidad de tramitación y mayores garantías para colindantes y terceros en general por lo que su ámbito de aplicación y efectos es justificadamente mucho más amplio que el de los otros supuestos concretos admitidos por la ley y enunciados en los dos primeros grupos antes aludidos.”




    6.1.4. Comentario crítico de la citada resolución de la DGRN




    A pesar de aplaudir en lo esencial los razonamientos y enfoque de esta resolución, no podemos compartir la parte de la interpretación de la DGRN que afirma, so pretexto de una interpretación forzada del artículo 9, la posibilidad de inscribir directamente la georreferenciación sin “ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros”.




    En esta misma idea, (y en este mismo error a nuestro juicio), ha venido insistiendo desde entonces el Centro Directivo. Por ejemplo, en la resolución de 4 de enero de 2019, reitera que “del propio tenor del artículo 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramitación previa de dicho procedimiento (del art. 199 LH), en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o éstas no superen el límite máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes, ni exista ninguna alteración cartográfica que no respete la delimitación del perímetro de la finca matriz que resulte de la cartografía catastral (cfr. artículo 9, letra b, párrafo cuarto), que hiciera necesaria la tramitación del citado procedimiento para preservar eventuales derechos de colindantes que pudieran resultar afectados”.




    A nuestro juicio, hecha más arriba la distinción conceptual de supuestos, (el A, el B, y el A+B) procedería analizar, conforme a la legislación vigente, los requisitos aplicables a cada supuesto:




    – Supuesto A.- Para inscribir la georreferenciación de la ubicación y delimitación de una finca, se debe aplicar el art. 199 LH, al cual remite de manera imperativa e incondicionada el art. 9 cuando se trate de georreferenciación voluntaria, y al cual remite también la doctrina de la DGRN cuando se trate de georreferenciación obligatoria en la que, aún a falta análoga remisión legal expresa,  el registrador albergue y motive dudas fundadas sobre la identidad de la finca y para salvaguardar los derechos de terceros y colindantes potencialmente afectados.




    Y dicho artículo 199 dice que “el Registrador sólo incorporará al folio real la representación gráfica catastral tras ser notificada a los titulares registrales del dominio de la finca si no hubieran iniciado éstos el procedimiento, así como a los de las fincas registrales colindantes afectadas.” Y que “cuando el titular manifieste expresamente que la descripción catastral no se corresponde con la realidad física de su finca, deberá aportar, además de la certificación catastral descriptiva y gráfica, una representación gráfica georreferenciada alternativa” y en tal caso, “además se deberá notificar a los titulares catastrales colindantes afectados”. Y regula determinados plazos, trámites, publicaciones en BOE, en geoportal, etc. para hacer efectiva la tutela de colindantes y terceros, y todo ello hasta concluir con la decisión final del registrador.




    A este respecto la DGRN señala que el objeto de la intervención de los titulares colindantes en los procedimientos de concordancia del Registro con la realidad física es evitar que puedan lesionarse sus derechos y en todo caso que se produzcan situaciones de indefensión, evitando, además que puedan tener acceso al registro situaciones litigiosas o que puedan generar una doble inmatriculación, siquiera parcial.




    Por eso constituye un requisito capital que se les brinde de un modo efectivo esa posibilidad de intervenir en el expediente. La notificación a los colindantes constituye un trámite esencial en este tipo de procedimientos; en caso contrario se podría producir un supuesto de indefensión.




    – Supuesto B.- Para inscribir simplemente la rectificación de la superficie inscrita de una finca, sin georreferenciarla, se aplican los requisitos del artículo 201 LH, que tiene tres apartados, cada uno aplicable a distintos supuestos y con distintos requisitos. En concreto, en los casos del art. 201.3, dice que “realizada la operación registral (de rectificación de superficie), el Registrador la notificará a los titulares registrales de las fincas colindantes.”




    – Supuesto A+B.- Para inscribir la georreferenciación de la ubicación y delimitación de una finca con simultánea inscripción de la rectificación de la superficie inscrita de una finca, el art. 9 LH añade a todo lo anterior que  “una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria. El Registrador notificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación.”




    Adviértase de que aquí la ley no habla de notificar la rectificación de superficie a los titulares registrales de fincas “colindantes”, (a los que sí se refieren los artículos 199 y 201, que ya se encargan de velar por los colindantes) sino a los titulares de derechos inscritos (por ejemplo, y en particular, los titulares de hipotecas) en la propia finca objeto de rectificación de superficie.




    Prueba adicional de ello la encontramos en el siguiente inciso legal, que dice que tal notificación “a los titulares de derechos inscritos “ se habrá de hacer “salvo que del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación”, lo cual es perfectamente congruente, cuando, por ejemplo, del expediente de dominio del art. 201 (en el que es preceptivo) o del procedimiento del art. 199 LH (en el que es posible) ya constare su notificación.




    Por tanto, este párrafo del art. 9 NO está implantando una vía alternativa que permita inaplicar el art. 199, (que es lo que sostiene la DGRN) sino que está añadiendo un requisito adicional para ciertos casos.




    En efecto, conforme al artículo 199.1 LH el registrador ha de notificar toda georreferenciación pretendida, y con carácter previo a su inscripción, (y tanto si con ella se rectifica como si se mantiene la superficie previamente inscrita) “a los titulares registrales del dominio de la finca si no hubieran iniciado éstos el procedimiento, así como a los de las fincas registrales colindantes afectadas” y en su caso (art.199.2) “a los titulares catastrales colindantes afectados”.




    Pues bien, si finalmente inscribe dicha georreferenciación, y además ello implicara tener que rectificar la superficie previamente inscrita de la finca, entonces el art. 9 LH añade un requisito adicional, que es una nueva notificación, pero ya no previa a la inscripción, sino posterior a ella, ordenando que “el Registrador notificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación.”




    Esta notificación “a los titulares de derechos inscritos” se diferencia claramente de la regulada en el art. 199, al que no sustituye, sino que complementa, por lo siguiente:




    1.- La notificación del art. 199 es previa a la inscripción. La del art. 9 es posterior a ella.




    2.- La notificación del art. 199 se refiere a las fincas colindantes. La del art. 9 se refiere a la propia finca objeto de rectificación superficial.




    3.- La notificación del art.199 se refiere a los titulares dominicales (de fincas colindantes). La del art. 9 se refiere a cualquier titular de cualquier derecho inscrito (en la propia finca objeto de rectificación superficial), es decir, tanto a los derechos de dominio como de otra naturaleza, (arrendamientos, hipotecas, etc.) pues es lógico que, por ejemplo, un titular de un derecho inscrito de arrendamiento, o de hipoteca, sea notificados que de la superficie de la finca sobre la que recae su derecho ha sido rectificada, ya sea al alza o a la baja.




    Por tanto, a nuestro juicio, aun cuando la DGRN acertó en su resolución de 17 noviembre 2015 a distinguir entre inscripción de georreferenciación por un parte e inscripción de rectificación superficial por otra, y a contemplar la posibilidad de que concurran o no ambas simultáneamente, no acertó del todo al especificar los requisitos, a su juicio, para cada supuesto y sus posibles combinaciones.




    Es comprensible, para salvar al procedimiento notarial del artículo 201.1 de la inoperancia comparativa en que quedaría respecto del procedimiento registral del artículo 199, que se interprete que tanto uno como otro tienen la misma potencialidad de obtener simultáneamente la georreferenciación de la finca y la rectificación de su superficie, sin límite porcentual, pero carece de todo fundamento la curiosa interpretación que desde entonces viene haciendo reiteradamente la DGRN y la conclusión a la que llega cuando afirma que “del propio tenor del artículo 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramitación previa del procedimiento del art. 199 LH, en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o éstas no superen el límite máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes, ni exista ninguna alteración cartográfica que no respete la delimitación del perímetro de la finca matriz que resulte de la cartografía catastral”.




    Esta interpretación de la DGRN (en el sentido de que el artículo 9 contiene una tercera vía alternativa a modo de atajo para eludir la aplicación del artículo 199 y/o del 201.1) resulta contraria a Derecho por las siguientes razones:




    Primera: La interpretación de la DGRN vulnera el título VI de la Ley.




    Es claro que los procedimientos para la concordancia entre el registro y la realidad física y jurídica extrarregistral están regulados en el título VI de la Ley, que contempla entre ellos el procedimiento del art. 199 LH, mientras que es igualmente claro que el artículo 9 no regula procedimiento alguno, sino criterios generales y previsiones concretas, por lo que carece de sentido que la DGRN interprete que este artículo está dando cabida a un nuevo y peculiar procedimiento de georreferenciación alternativo a los contemplados en el título VI de la Ley.




    Segunda: En particular, vulnera el artículo 201.3, letra a:




    Precisamente, la hipótesis que contempla la DGRN (aportar certificación catastral gráfica con una diferencia de superficie no superior al 10% de la inscrita) como premisa para llegar a su sorprendente conclusión (de que ello permite inscribir la georreferenciación de la finca sin notificaciones previas) es la misma hipótesis o supuesto de hecho que ya se contempla en el artículo 201.3 letra a, conforme al cual, la única conclusión o efecto jurídico que ello puede producir es inscribir una rectificación de superficie (que habrá de ser notificada a posteriori a los titulares de fincas colindantes), pero no inscribir georreferenciación alguna, como afirma sin fundamento la DGRN.




    Tercera: Vulnera el propio art. 9 en los casos de georreferenciación potestativa:




    Pretender aplicar esa doctrina de la DGRN (de que se puede inscribir directamente una georreferenciación catastral con diferencias de superficie no superiores al 10%, sin tramitar previamente el art. 199 LH) a los casos de georreferenciación potestativa, vulnera abiertamente la ley pues supondría dejar sin aplicación la previsión expresa del propio art. 9 cuando tras permitir que la representación gráfica georreferenciada “podrá incorporarse con carácter potestativo al tiempo de formalizarse cualquier acto inscribible, o como operación registral específica”, proclama de modo tajante e indubitado el requisito de que “en ambos casos se aplicarán los requisitos establecidos en el artículo 199”.




    Cuarta: Y, en fin, vulnera frontalmente la prohibición legal expresa (art. 199 LH) de inscribir la georreferenciación catastral (o alternativa) sin notificaciones previas a colindantes.




    La doctrina de la DGRN de inscribir primero y notificar después a los colindantes, cuando ya no pueden efectuar alegaciones ante el registrador, en definitiva, vulnera abiertamente el mandato legal que proclama de manera clara y terminante exactamente lo contrario, es decir, que “el Registrador sólo incorporará al folio real la representación gráfica catastral tras ser notificada a los titulares registrales del dominio de la finca si no hubieran iniciado éstos el procedimiento, así como a los de las fincas registrales colindantes afectadas” y que “Los así convocados o notificados podrán comparecer en el plazo de los veinte días siguientes ante el Registrador para alegar lo que a su derecho convenga” (art.199 LH).




    Además, la resolución concreta de la DGRN de 4 de enero de 2019 es incongruente con el supuesto concreto planteado, en el que la superficie objeto de georreferenciación era exactamente la misma que ya constaba inscrita (220 m2 y por tanto no se pretendía rectificación superficial alguna), y que pese a ello la DGRN, revocando la calificación registral, dijo que en lugar de aplicar el art. 199 LH con notificación previa de la georreferenciación pretendida a posibles colindantes afectados, debe aplicarse el “atajo” del párrafo del art. 9 relativo a la inscripción directa sin notificación previa alguna (ilegalidad), pero (y aquí viene la incongruencia) diciendo conforme al art. 9 que se hará notificación posterior a los colindantes de la (en este caso inexistente) rectificación de superficie.




    6.1.5. Conclusiones 




    a.- Siempre que se pretenda georreferenciar un finca (con o sin rectificación de su superficie inscrita) ha de tramitarse previamente el procedimiento legalmente previsto en el título VI de la Ley Hipotecaria (propiamente el artículo 199, o alternativamente el artículo 201.1 según doctrina razonable de la DGRN) para asegurar la tutela efectiva y toma en consideración de posibles alegaciones previas de potenciales colindantes afectados.




    b.- Si tal georreferenciación conlleva además una rectificación de la superficie previamente inscrita, ha de ser notificada a los titulares de derechos inscritos (dominio y cargas) en esa misma finca.




    La notificación previa a los titulares de dominio, ya se habrá producido imperativamente en el seno del procedimiento de los artículos 199 o 201.1.




    La notificación previa a los titulares de cargas sólo es preceptiva en el caso del 201.1 y no en el del 199, por lo que en este último caso, habrán de ser notificados por el registrador preceptivamente tras la inscripción.




    c.- Por razones de economía procedimental y de mayor efectividad en la tutela de los intereses de titulares registrales de cargas inscritas en la propia finca objeto del procedimiento, se recomienda que en la tramitación del art.199, aun no siendo preceptivo, se les notifique dentro del procedimiento, con concesión del plazo ordinario de alegaciones, y de este modo ya no será necesario hacerles la notificación posterior (y menos garantista) que ordena el art. 9, pues éste la dispensa cuando “del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación.




    d.- En ningún caso procede inscribir la georreferenciación de una finca aplicando el “atajo” inventado por la DG “sin ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros”. Y ello es así porque:




    Si la georreferenciación es potestativa, el artículo 9 expresamente ordena que “se aplicarán los requisitos establecidos en el artículo 199”.




    Si la georreferenciación es obligatoria (como por ejemplo en el caso de divisiones y agrupaciones), porque es evidente que la tutela registral previa que merecen los posibles colindantes afectados es la misma y no puede ser distinta ni menor que en los casos de georreferenciación potestativa. Sería absurdo que para georreferenciar separadamente dos fincas colindantes hubiera que tramitar un procedimiento con notificaciones previas y posibles alegaciones de colindantes, pero para georreferenciarlas agrupadas en una sola no fuera necesario.




    Incluso en los casos más “simples” en los que la georreferenciación pretendida sea catastral y no difiera la superficie en más del 10% de la inscrita, no tiene amparo legal alguno la pretensión de la DG de permitir y ordenar su inscripción directa “sin ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros”, pues tal supuesto “simple” es precisamente el regulado en el art. 201.3 y sólo con los efectos que dicho artículo le atribuye, que son exclusivamente los de inscribir la rectificación de superficie y hacer constar la referencia catastral, pero no inscribir la georreferenciación de las coordenadas de los vértices de la finca.




    6.2. El archivo registral de un plano 




    El principio de especialidad registral exige una precisa delimitación del objeto sobre el que recae el derecho inscribible. Y para alcanzar esa precisión se utilizan distintos medios técnicos en función de cuál sea la naturaleza o característica esencial de tal objeto:




    a.- Cuando dicho objeto es una porción de la superficie terrestre, el medio técnico más idóneo para alcanzar dicha precisión es la georreferenciación de sus límites perimetrales.




    b.- Cuando se trate de una edificación o instalación, también se exige precisar la georreferenciación de la superficie ocupada por ellas.




    c.- Cuando se trata de elementos arquitectónicos interiores de tales edificaciones, tales como los elementos privativos de un régimen de propiedad horizontal, el medio técnico más idóneo, dada la dificultad para georreferenciar superficies interiores y que además están o pueden estar superpuestas entre sí en diversas plantas, es aportar el plano en planta de cada elemento.




    Y es que, como señala la resolución DGRN de 16-12-2015, “el principio de especialidad registral, en tanto que determinante de la exigencia de una precisa delimitación del objeto sobre el que recae el derecho inscribible en el registro de la propiedad, constituye un pilar básico y fundamental de todo el derecho registral, y por ello … ha quedado intensamente reforzado con la reciente reforma de la Ley Hipotecaria en virtud de la Ley 13/2015.




    En efecto, con la reforma introducida por dicha ley y plenamente en vigor a partir del 1 de noviembre pasado, no sólo se han reforzado las exigencias del principio de especialidad registral en cuanto a requerir en unos casos, y permitir y fomentar en los demás, la delimitación georreferenciada de las fincas integradas por una porción concreta de la superficie terrestre, sino que también se ha avanzado notablemente en la implantación de tal principio de especialidad cuando se trata de edificaciones (exigiendo en tal caso, ex artículo 202, que la porción de suelo ocupada por cualquier edificación, instalación o plantación habrá de estar identificada mediante sus coordenadas de referenciación geográfica), o incluso cuando se trate de porciones concretas de edificaciones.




    Así, el mismo artículo 202, en su nueva redacción tras la Ley 13/2015, exige que «cuando se trate de edificaciones en régimen de propiedad horizontal, se hará constar en el folio real de cada elemento independiente su respectiva representación gráfica, tomada del proyecto incorporado al libro (del edificio)». 




    Con esta regla, se consigue precisar la ubicación y delimitación de cada elemento mediante su respectiva representación gráfica, que no necesita estar georreferenciada (pues tal georreferenciación sólo se exige para la porción de suelo ocupada por la edificación en su conjunto), pero sí que permite, mediante la apreciación del plano en planta de cada elemento (o de cada una de sus plantas o anexos, si estuviera integrado por varios), concretar de manera precisa su ubicación y delimitación con respecto al resto de la edificación global de la que forma parte.”




    Más adelante veremos que, aunque la doctrina de la DG considera que sólo procede la inscripción del plano en planta de todos elementos de una propiedad horizontal en el momento mismo de inscripción de la constitución de tal régimen, lo cierto que es también resulta procedente, pues concurren las mismas razones, respecto de elementos privativos concretos que consten inscritos originariamente sin dicho plano o que resulten de la división o agrupación de otros anteriores.




    6.3. La mera constancia registral de la referencia catastral




    Como señala la DG la mera constancia de la referencia catastral no supone modificación descriptiva de superficie ni linderos, y tiene unos muy limitados efectos, no comparables con la georreferenciación de la finca.




    Así, por ejemplo, en la resolución de 2 de junio de 2020 se dice que “como ha señalado esta DG (RR. de 6-May-2016 y 17-Jul-2017) «la constancia en el Registro de los datos de identificación catastrales es una circunstancia más de la inscripción, conforme al Art. 9.a) de la LH. La certificación catastral permite la constancia registral de la referencia catastral que es el código alfanumérico identificador que permite situar el inmueble inequívocamente en la cartografía oficial del Catastro.»” 




    Y en la resolución de 10 de diciembre de 2020 reitera dicha doctrina recordando que “la referencia catastral no sustituye a la descripción de la finca que figura en el Registro ni implica una incorporación inmediata del cambio de naturaleza, de linderos y superficie catastrales en el folio registral. Debe recordarse que la constancia registral de la referencia catastral conforme al Art. 9.a) de la LH tendrá unos efectos limitados ya que en ningún caso puede equipararse con la coordinación gráfica a la que se refiere el Art. 10 de la LH, no supone la inscripción de la representación gráfica ni la rectificación de la descripción literaria conforme a la misma (Art. 9.b) párrafo 7.º). Para ello sería necesario que se hubiese solicitado la inscripción de tal representación gráfica y que se tramite el procedimiento correspondiente (Arts. 9.b) y 199 de la LH)”.




    7. Aclaraciones conceptuales y geométricas previas (Doctrina de la DGRN-DGSJFP) “Geometría para torpes”




    Así como el genial Forges ilustró varios manuales de “informática para torpes”, también la DGRN que querido “ilustrar” y hacer pedagogía sobre el nuevo marco conceptual en el que la Ley 13/2015 exige que ahora se desenvuelvan la función notarial y la registral, desempeñadas por expertos jurídicos tradicionalmente habituados a meras descripciones literarias de fincas, (en las que, ya se sabe, el papel lo aguanta todo), y que no estaban acostumbrados - y en muchos casos ni siquiera tenían una formación básica previa para ello- a tratar con representaciones espaciales, georreferenciación de fincas, principios y reglas de topología básica, asociación de información territorial, ficheros en formato GML, gestión de sistemas de información geográfica, etc., etc.




    Por eso ha sido especialmente importante y meritoria esa labor didáctica y pedagógica desarrollada por el Centro Directivo para ayudar a superar las inercias pasadas e incluso el recelo o miedo ante un cambio tan trascendente.




    Todo lo que a continuación se expone puede parecer (y sin duda, en gran parte lo es), una perogrullada y algo evidente, pero resulta muy útil, antes de afrontar tareas mayores, comprobar si se tienen o no asumidos e interiorizados conceptos e ideas básicas y elementales, como las que se resumen a continuación.




    7.1. La apreciación de la correspondencia entre una finca y una parcela catastral es competencia exclusiva del registrador, y no de informes técnicos




    Conforme a la resolución de la DGRN de 2 de enero de 2020 “la Registradora exige que se aporte un «certificado municipal de correspondencia» entre la finca registral y las parcelas catastrales con las que se pretende coordinar. «..El defecto relativo a la falta de aportación de «certificado municipal de correspondencia» entre la finca registral y las parcelas catastrales con las que se pretende coordinar ha de ser revocado, pues no sólo no existe ningún precepto legal que lo exija, sino que la apreciación o calificación jurídica, conforme a los Arts. 9 y 10 de la LH sobre la correspondencia entre una finca registral y uno o más inmuebles catastrales es precisamente competencia y responsabilidad plena del registrador de la propiedad, sin que un eventual informe o certificado externo sea ni legalmente necesario ni jurídicamente suficiente para que suplir la competencia y a la vez obligación calificadora del registrador acerca de tal extremo...”.




    7.2. La rectificación de cabida sólo puede admitirse como rectificación de un error material acreditado en la medición de la superficie interior de unos linderos inamovibles




    Conforme a la resolución de 6 de agosto de 2019, “la registración de un exceso de cabida stricto sensu solo puede configurarse como la rectificación de un erróneo dato registral referido a la descripción de la finca inmatriculada, de modo que ha de ser indubitado que con tal rectificación no se altera la realidad física exterior que se acota con la descripción registral, esto es, que la superficie que ahora se pretende constatar tabularmente es la que debió reflejarse en su día por ser la realmente contenida en los linderos originalmente registrados”.




    7.3. Son los linderos perimetrales los que geométricamente determinan la superficie interior comprendida dentro de ellos, y no al revés




    El artículo 199 LH dice que “el titular registral del dominio o de cualquier derecho real sobre finca inscrita podrá completar la descripción literaria de la misma acreditando su ubicación y delimitación gráfica y, a través de ello, sus linderos y superficie”. Y como nos recuerda y aclara la RDGRN de 17-11-2015, “no en vano, como señala el artículo 199, es la delimitación georreferenciada de la finca la que determina y acredita su superficie y linderos, y no a la inversa”.




    Por su parte, la resolución DGRN de 13 de diciembre de 2017 señala que “cabe destacar que cuando, como ha sido históricamente muy frecuente … los linderos de las fincas registrales solo se expresaban mencionando el nombre del propietario colindante pero sin precisar en modo alguno el lugar geográfico de ubicación de tales linderos, la superficie de la finca era un dato con una gran relevancia a la hora de intentar identificar y deslindar geográficamente las fincas respecto de sus colindantes. No era un dato suficiente por sí mismo, pero sí era necesario. No en vano, el propio Código Civil, al regular el deslinde y amojonamiento de fincas en los artículos 384 y siguientes, atribuye capital importancia a lo que determinen los títulos de cada propietario respecto del «límite o área perteneciente a cada propietario». … Ahora, tras la reforma introducida por la Ley 13/2015, el dato de la superficie de las fincas registrales sigue siendo exigible en todo caso, si bien, cuando conforme a la nueva ley se acredite e inscriba, cuando proceda, la georreferenciación de la ubicación y delimitación de la finca, la identidad de ésta quedará ya perfectamente establecida, y su superficie ya no será un elemento a tomar en consideración para tratar de precisar los linderos, sino al revés, serán los linderos ya precisados los que determinarán geométricamente cuál es la superficie comprendida dentro de ellos, y aun así, la superficie así determinada habrá de expresarse en todo caso.”




    7.4. Al describir las fincas, no deben expresarse los linderos personales, sino los perimetrales




    Así, la Resolución de 5 de agosto de 2014 hace una clara distinción entre los linderos fijos (o perimetrales) y los meros linderos personales, dejando claro que ya no coexisten de modo indistinto u optativo esas dos posibilidades de expresión de los linderos, una precisa y otra absolutamente indefinida, sino que la única opción normativa es la primera de las técnicas señaladas.




    Dice esta resolución que “tradicionalmente, en las descripciones literarias de las fincas en los títulos relativos a ellas, y en las inscripciones registrales mismas, la expresión de los linderos se ha efectuado mediante una de las dos siguientes técnicas: tratar de identificar la ubicación física del lindero entre dos fincas, o simplemente identificar el nombre del propietario colindante, es decir, del de la finca situada al otro lado de una linde cuya ubicación no se precisa en modo alguno. La primera técnica es conocida habitualmente como de «linderos fijos» y la segunda como de «linderos personales», siendo la primera la deseable por razones de claridad y precisión, y la segunda indeseable por su absoluta imprecisión, aunque haya sido tolerada históricamente y profusamente utilizada en la práctica.




    Es evidente que cuando se emplea la técnica descriptiva de linderos fijos, es decir, los que se refieren a algún elemento con existencia física y/o ubicación concreta sobre el territorio, –tales como una calle, un camino, una acequia, o un determinado accidente natural, o la expresión de unas coordenadas geográficas en sistema de referencia oficial–, la alteración de un lindero fijo por otro, precisamente por afectar a un dato expresado con suficiente precisión, supondría una alteración sustancial que provocaría dudas fundadas sobre la identidad entre ambos inmuebles.




    Pero cuando se utilizan tan solo linderos personales, esto es, que sólo expresan el nombre del propietario colindante pero sin precisar en modo alguno en qué lugar concreto se ubica la linde entre ambas fincas, el cambio del nombre de un colindante, precisamente porque nunca se ha precisado dónde se ubica la linde misma, no resulta tan relevante ni tan preocupante, pues puede perfectamente deberse a una sucesión de titularidades por transmisión de la finca colindante, y no necesariamente a una alteración del lindero, cuya ubicación física concreta ni consta precisada previamente ni es objeto de precisión ahora.




    Ahora bien, en la normativa vigente, a diferencia de lo que pudo venir ocurriendo históricamente, ya no coexisten de modo indistinto u optativo esas dos posibilidades de expresión de los linderos, una precisa y otra absolutamente indefinida, sino que la opción normativa decidida por la primera de las técnicas señaladas resulta con total claridad del artículo 51 del Reglamento Hipotecario, cuando establece que «la descripción de las fincas rústicas y urbanas será preferentemente perimetral, sobre la base de datos físicos referidos a las fincas colindantes o datos catastrales de las mismas tomados de plano oficial.”




    7.5. Una vez que se inscribe la georreferenciación de una finca, mencionar los nombres de los supuestos propietarios colindantes es superfluo y además impertinente




    La resolución de 5 de agosto del 2014, antes citada, nos recuerda que “es evidente que cuando se identifica la ubicación y delimitación de una finca a través de la georreferenciación de sus vértices, y por tanto de sus linderos, bien mediante la expresión de sus coordenadas geográficas en sistema de referencia oficial, bien a través de un plano oficial que a su vez esté georreferenciado, –como ocurre en el caso que nos ocupa en el que, por imperativo legal para las inmatriculaciones, se utiliza la cartografía catastral–, resulta ya superfluo a tales efectos identificativos la mención unilateral de cuál pueda ser el nombre y apellidos de las personas que en un momento dado puedan ser los propietarios de las fincas colindantes con una que ya ha quedado perfectamente identificada y delimitada.




    La indicación de tales nombres sí es relevante a los efectos de dirigirles las preceptivas notificaciones en los procedimientos administrativos o judiciales que les pudieren afectar, como se ha hecho, y así lo destaca la recurrente, en el expediente de dominio que nos ocupa. Y también puede serlo, por ejemplo, cuando se trata de una administración pública colindante, a los efectos de aplicar otras cautelas específicas, como las notificaciones registrales previas o posteriores que, según la normativa reguladora del patrimonio de las administraciones hayan de dirigirles los registradores cuando se pretenda la inmatriculación de una finca o un exceso de cabida sobre finca colindante con otra de una administración pública.




    Pero, cumplida esa finalidad de garantía procedimental y tutela efectiva, podría afirmarse que la inclusión en la descripción de una finca registral de una expresa mención a los nombres de los propietarios colindantes no sólo es superflua e innecesaria, sino incluso, hasta cierto punto impertinente o perturbadora, por varios motivos:




    Primero, por ser un dato variable en el tiempo, y que por tanto, pierde vigencia de modo inadvertido. Segundo por ser un dato, que incluso en un momento dado, no está contrastado ni es fiable en modo alguno, pues resulta sólo de la manifestación del interesado o, en el mejor de los casos, de una base de datos distinta de la del Registro de la Propiedad, única institución que tiene por finalidad específica la de acreditar, bajo la salvaguardia de los Tribunales, y a todos los efectos legales, el dominio de las fincas. Y tercero, porque como mera mención que es, supondría que en el folio registral de una finca se estuviera haciendo mención de un derecho (el dominio del colindante) susceptible de inscripción separada y especial (en el folio registral de la finca colindante), que resulta, como se ha dicho, no solo superflua e innecesaria, sino hasta cierto punto perturbadora en el ámbito registral.




    En efecto, lo esencial es que una finca registral quede suficientemente identificada y delimitada de otras fincas colindantes, que a su vez pueden estar o no inmatriculadas registralmente. Si tales fincas colindantes están inmatriculadas, serán sus respectivos historiales registrados los que en cada momento proclamarán, con todos los efectos legales inherentes a los pronunciamientos registrales, los nombres de quién o quiénes son sus propietarios, extremo sobre el que ningún efecto ni fehaciencia cabe atribuir, en cambio, a las menciones de nombres que se contengan en las descripciones de otras fincas distintas.”




    7.6. Lo esencial es la georreferenciación y no la descripción literaria, la cual ha quedado relegada a un plano secundario




    Citando la resolución de 23 de diciembre de 2020 podemos decir que “con anterioridad a la Ley 13/2015 de 24 de junio fue doctrina de la Dirección General de los Registros y del Notariado que la alteración de linderos fijos podría motivar dudas de identidad a la hora de inscribir excesos de cabida. Sin embargo, a partir de la citada Ley la delimitación y ubicación de la finca se realiza de forma indubitada atendiendo a su representación gráfica georreferenciada y accediendo al Registro a través de procedimientos con suficientes garantías, lo que ha relegado a un plano secundario (a la) descripción literaria de la finca.”




    7.7. El Registro de la Propiedad no inscribe ni publica certificaciones catastrales descriptivas y gráficas, sino georreferenciaciones de fincas




    Según la redacción literal de la ley la georreferenciación alternativa inscrita “solo podrá ser objeto de publicidad registral hasta el momento en que el Catastro notifique la práctica de la alteración catastral, y el registrador haga constar que la finca ha quedado coordinada gráficamente con el catastro.” (art. 199.2).




    Pero pese a que la dicción literal de la ley podría llevar a pensar otra cosa, la resolución conjunta del año 2015 que la desarrolla ya dejó muy claro que “los registradores, a través de la aplicación informática regulada en el artículo 9 de la Ley Hipotecaria, generarán la correspondiente representación gráfica, sin que se pueda emplear como publicidad registral la certificación catastral descriptiva y gráfica ni ningún otro formato gráfico catastral que incluya datos de titularidades distintos de los registrales.”




    7.8. Lo que se inscribe son las coordenadas de georreferenciación, y no una simple representación gráfica




    En efecto, conforme a la resolución de 4 de noviembre de 2021 “… nadie puede dudar de que lo que se inscribe formalmente en el Registro de la Propiedad, lo que se incorpora a la aplicación gráfica registral homologada, lo que se publica en el geoportal registral, y lo que es objeto de interoperabilidad y trasvase de información con el Catastro y demás instituciones públicas, no son simples representaciones gráficas o dibujos de la posición relativa de los límites de unas fincas respectos de otras, sino las coordenadas UTM de posicionamiento absoluto de los vértices de tales límites o linderos, aportadas en el formato GML que exige tal resolución conjunta para hacer posible la interoperabilidad exigida por la ley y el trasvase de información y coordinación con Catastro.”




    7.9. Por eso mismo, no cabe inscribir una simple representación gráfica sin inscribir las coordenadas UTM




    Tal evidencia nos la recuerda la resolución de 4 de noviembre de 2021, conforme a la cual “tampoco sería conforme ni a la letra ni al espíritu de la Ley, que en tales casos se efectuara una especia de inscripción parcial, de modo que se inscribiera tan sólo la representación gráfica en papel (en la que no hay invasiones relativas entre los objetos dibujados en la misma), pero denegando la inscripción de las coordenadas de posicionamiento absoluto de la delimitación de la finca.




    Si así se hiciera, no sería posible efectuar ni la incorporación de la finca inmatriculada a la aplicación gráfica registral homologada conforme exige el artículo 9 de la Ley Hipotecaria, ni publicar las alertas en el geoportal registral que se exigen en el Título VI de la misma ley, todos ellos requerimientos no meramente accesorios sino esenciales para hacer efectivos los principios legales de claridad, interoperabilidad, prioridad registral, protección del dominio público, y proscripción de la indefensión de colindantes y terceros.”




    7.10. Las coordenadas de georreferenciación han de ser objeto de inscripción formal, y nunca de mera mención




    Esa misma resolución de 4 de noviembre de 2021 es muy clara al decir que “menos procedente aún sería inscribir a sabiendas las coordenadas erróneas por estar desplazadas haciendo mención o salvedad de que, por ejemplo, tales coordenadas son erróneas por estar desplazadas aproximadamente x metros al Oeste, insinuando con ello que las coordenadas correctas serían otras distintas, que no se inscriben formalmente, ni se incorporan a la aplicación gráfica registral homologada, ni se publican en el geoportal registral, sino que simplemente se mencionara en el asiento registral la forma aproximada de calcularlas por remisión a determinados criterios o parámetros.




    Ello sería, además, contrario al principio y norma legal (artículos 29 y 98 de la Ley Hipotecaria) que prohíbe y declara nulas «las menciones de derechos susceptibles de inscripción separada y especial» pero no inscritos formalmente, porque, recordemos, la inscripción de las coordenadas de los límites de una finca registral no son un simple dato de hecho, sino un pronunciamiento jurídico formal y solemne, que tras los procedimientos, tramites, garantías, alegaciones y calificación registral que procedan en cada caso, proclama y define con plenos efectos jurídicos y bajo la salvaguardia de los tribunales cuál es la delimitación del objeto jurídico sobre el que recae el derecho de propiedad inscrito.”
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